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En esta intervención me referiré a tres materias: I. A responder a la pregunta 

de si el contrato matrimonial ha tenido una determinada naturaleza inmutable 

en el tiempo; II. A la indicación que intenta, a propósito de este proyecto, 

referirse al matrimonio religioso; y, III. A algunas adecuaciones, relevantes e 

imprescindibles, que requiere el proyecto en comento. 

I. ¿El contrato matrimonial ha tenido una determinada naturaleza 

inmutable en el tiempo? 

La pregunta de fondo es si el matrimonio tiene o no una determinada 

naturaleza, si posee fines permanentes que le son propios, esto es, si dicha 

noción es inmutable y no podría transformarse ahora para hacerla extensiva a 

las parejas del mismo sexo. 

Al respecto, puede concluirse que el matrimonio ha sido objeto de una 

constante mutación en la historia de la humanidad. Esto porque las 

instituciones familiares evolucionan conforme a las costumbres y de acuerdo a 

la organización social, y la ley no puede impedir ese cambio ni tampoco 

provocarlo. Simplemente, lo reconoce. Específicamente, las leyes familiares dan 

cuenta del cambio social ocurrido a través del tiempo por medio de 

actualizaciones regulatorias cuando existen consensos de que ellas son 

convenientes y justas. En tal sentido, la manera de constituir la familia ha 

estado en permanente mutación.  

Por esto, no ha existido nunca una sola regulación del matrimonio, “inscrita en 

el mármol”. Desde la noche de los tiempos fue una institución en constante 

metamorfosis. Y el último paso en esa línea es el reconocimiento del 

matrimonio igualitario.  

Para acreditar lo anterior, basta referirse a la regulación del matrimonio en 

Chile: en el período precolombino, existían costumbres y rituales relativos al 

matrimonio en todos los pueblos que habitaban el territorio. En el pueblo 
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mapuche, por ejemplo, existió el matrimonio monogámico y bajo ciertas 

circunstancias, también la poligamia. En el pueblo aymará, existió la 

monogamia, pero con una reducción fuerte del rol de la mujer. En cambio, en 

el pueblo yagán hubo una valoración de la incorporación al tronco de la familia 

materna mediante el matrimonio y la extensión del clan. Lo anterior, sin 

perjuicio de otros ritos y realidades de nuestro país como, por ejemplo, los 

rituales matrimoniales en Rapa Nui.  

Durante el período de dominación española, rigieron en Chile los principios 

matrimoniales canónicos expresados en el Concilio de Trento del año 1545, 

estructurado sobre un matrimonio sacramental, que a la vez era un contrato 

entre un nombre y una mujer, de carácter indisoluble y sujeto a la celebración 

en un rito eclesiástico. La jurisdicción sobre la institución matrimonial la tenía la 

Iglesia Católica, la que daba singular importancia al consentimiento parental 

para celebrar el matrimonio, esto es, a la autorización de los padres como 

forma de control social, con la idea de evitar con esto los matrimonios 

clandestinos. En Chile, un antecedente importante fue la “Pragmática sobre 

matrimonio de los hijos de familia” dictada en 1776 para las Indias, y aplicada a 

todo el territorio americano. Esta se refería a la conveniencia de celebrar un 

contrato matrimonial con el consentimiento paterno, con el fin de cautelar la 

unión de personas de la misma clase y condición social, y así evitar el 

mestizaje. 

En este modelo de matrimonio existió un amplio y absoluto dominio de la 

Iglesia Católica sobre los casos judiciales, en un contexto de unión entre esa 

institución y el Estado. En paralelo, en la época colonial existió siempre una 

amplia realidad social desregulada de convivencia fuera del matrimonio (y 

mestizaje), la que como sabemos, perdura hasta nuestros días. Así lo han 

expuesto estudios célebres, como los de la antropóloga y Premio Nacional de 

Humanidades y Ciencias Sociales, Sonia Montecino. 

A continuación, es necesario referirse a la primera regulación del matrimonio en 

Chile y que data del año 1820. Bernardo O’Higgins, nuevamente a través de 

una “Pragmática de matrimonio”, puso acento en regular la edad y el 

consentimiento de los padres, radicando la competencia de dicha institución 

conyugal también en Iglesia Católica. Solo en 1844 se permitió el matrimonio 

de “disidentes” (que puede calificarse como una de las transformaciones 

relevantes del matrimonio en el siglo XIX), pero siempre bajo el alero 

eclesiástico, frente a un sacerdote católico, y conforme a los requisitos del 

matrimonio canónico. Así llegó la regulación matrimonial al Código Civil del año 

1855 el que, a diferencia de su par francés, no consagró la secularización del 
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matrimonio, y dejó entregada la constitución del mismo y la prueba del estado 

civil a las leyes canónicas de la Iglesia Católica. 

El jurista Andrés Bello, autor del citado código, lo decía así, en estos términos, 

en el Código Civil: “esto es una transacción en homenaje a las ideas 

dominantes”. Des esta forma, el antiguo artículo 117 del Código Civil de 1855, 

establecía que el matrimonio se sometía a las solemnidades de la Iglesia 

Católica, la que se encargaba de velar por su cumplimiento, y el artículo 118 

extendía el valor al matrimonio de disidentes, siempre ante un sacerdote 

católico conforme a los requisitos de la Iglesia Católica. Posteriormente, una 

nueva transformación del contrato matrimonial fue operada mediante una 

circular del Ministerio de Justicia del año 1872, que extendió por vía de 

interpretación legal esta figura a los “ateos”, esto es, ya no era necesario 

declarar la profesión de una religión para acceder al matrimonio.  

Como se dijo, las instituciones de derecho familiar, como son el matrimonio y la 

filiación, dependen directamente de la organización social, particularmente la 

económica. En una sociedad organizada sobre la base de una economía 

agrícola y más bien doméstica, impregnada de una visión católica y patriarcal 

de las relaciones familiares, el Código Civil de 1855 no innovó, y reconoció así 

un modelo normativo de familia que provenía del derecho castellano y de 

inspiración canónica. 

A pesar de que quedó entregado a la Iglesia Católica el rito matrimonial, así 

como su registro, el Código Civil de 1855 recogió ciertas normas y principios -

algunos de ellos que duran hasta nuestros días-, y que están inspirados en 

parte en el derecho canónico. Ellos establecen cuestiones tales como: la 

autorización de los padres, que reitera el modelo de contrato matrimonial 

vigilado por los padres; la cuestión de las segundas nupcias; los esponsales o 

promesa de matrimonio, que da cuenta aún de matrimonios por conveniencia o 

arreglados por la familia; y, finalmente, derechos y obligaciones entre 

cónyuges. Varias de estas figuras han caído en desuso, y otras probablemente 

requieren nuevas adaptaciones (por ejemplo, las promesas de matrimonio, la 

autorización de los padres o la existencia de un deber de “cohabitar”). 

Resulta curioso observar que esas disposiciones originales del Código Civil dan 

cuenta de un arquetipo único de familia, que reconocía el derecho matrimonial 

de la época, con una visión bastante intolerante frente a otras formas 

familiares. Así, el matrimonio era la única forma de constituir familia en el 

Código Civil original. El marido, que se estimaba el príncipe de la familia, la 

gobernaba como monarca absoluto y el matrimonio era siempre religioso. De 

igual forma, la mujer debía obediencia al marido y éste le debía protección. En 

realidad, la potestad marital, hoy derogada, le otorgaba amplias facultades 
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sobre la persona y bienes de la mujer. La sociedad conyugal era el único 

régimen de bienes y por tanto la mujer casada inevitablemente terminaba 

siendo incapaz relativa. Las relaciones de filiación sólo tenían su origen en el 

matrimonio, y en el reconocimiento voluntario en algunos casos. Los hijos 

debían obediencia al padre, quien incluso podía ordenar su reclusión en 

establecimientos correccionales. De igual manera, se podía desheredar al 

menor de 25 años que contraía matrimonio sin su acuerdo. El padre ejercía la 

patria potestad absoluta sobre todos los hijos, pasando a un curador en 

ausencia del padre y, finalmente, los hijos naturales e ilegítimos eran excluidos 

totalmente de la sucesión. Tal era el modelo matrimonial de 1855. 

La evolución de las costumbres condujo a una progresiva obsolescencia de ese 

modelo único de familia y a una transformación radical de la ley, que ya no es 

la misma de 1855. Varios fenómenos sociales fueron promotores de estos 

cambios. En particular, la concentración de la población en la ciudad produjo, 

progresivamente, que la familia dejase de ser un soporte orgánico y económico 

para un importante grupo de individuos. Luego vinieron los fenómenos de la 

incorporación masiva de la mujer al trabajo remunerado y, posteriormente, en 

el siglo XX, el control de la mortalidad infantil, el aumento de la esperanza de 

vida y el surgimiento progresivo del reconocimiento social de las nuevas formas 

de familia, cuyos ejemplos elocuentes son las familias monoparentales, las 

familias recompuestas (surgidas luego de quiebres matrimoniales) y, 

finalmente, las familias homoparentales. 

En igual sentido, el siglo XX fue testigo de una relajación de la permanencia del 

vínculo matrimonial, ese supuesto carácter “indisoluble y para toda la vida”. A 

contar del año 1925, se desarrolló por la jurisprudencia un camino para disolver 

el vínculo conyugal través de las denominadas “nulidades simuladas”. Ya en esa 

época el matrimonio había mutado, jurisprudencialmente, en un vínculo soluble 

por acuerdo de los cónyuges, a pesar de que la ley sostenía lo contrario. Y esto 

a pesar de que el divorcio vincular solo se reconoció formalmente en 2004. A su 

vez, la familia homoparental fue reconocida directamente el año 2015, por 

medio de la ley N° 20.830 que consagró el Acuerdo de Unión Civil, y que se 

inserta en una realidad mucho más plural, que tolera y reconoce diferentes 

formas de constituir una familia. 

Efectivamente, todos estos cambios sociales se reflejaron en la ley de forma 

algo tardía a través de sucesivas transformaciones en el siglo XX y XXI. En 

primer lugar, hay que tener en cuenta que la secularización del matrimonio se 

produjo por la ley laica de 1884, que fue la primera ley de matrimonio civil. Y 

luego, las reformas más importantes comenzaron a incorporarse al interior de la 

regulación matrimonial a partir del año 1934. Todas estas modificaciones 
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sustituyeron una visión unívoca y normativa de la familia, por una regulación 

que no busca establecer modelos familiares, sino que pretende abrir espacios 

para diferentes proyectos de vida y disímiles convicciones morales. 

La familia, de esta forma, pasa a tener un carácter funcional a los proyectos 

familiares. El derecho civil, por su parte, dejó de trazar normativamente un 

modelo de vida y pasó simplemente a preocuparse de remediar los conflictos 

patrimoniales y personales que surgen cuando se fracasa en tales proyectos. 

Las leyes de familia pasaron a ser esencialmente importantes frente al fracaso o 

crisis familiar. En la armonía conyugal son poco relevantes, pues no hay 

conflictos que resolver por medio de ellas. Es en la experiencia del conflicto 

cuando cobran particular importancia. Esa es la perspectiva que tiene el 

derecho familiar a través de las sucesivas reformas. Prueba de ello es que se 

crearon los tribunales especializados de familia, poniendo acento, precisamente, 

en la resolución de los conflictos originados al interior del grupo familiar. Esta 

es una evolución que ha marcado un aumento de espacios de 

autodeterminación, lo que ha significado un repliegue de los ordenamientos 

jurídicos, que puede ser completado con las convicciones morales, filosóficas y 

personales de cada individuo. Desde esta perspectiva, hemos sido testigos de 

una evolución rotundamente más igualitaria y pluralista de las relaciones 

familiares, que nuevamente ha ido transformando el contrato matrimonial. 

En efecto, el matrimonio reconocido en la ley civil del año 1855 cambió 

radicalmente durante el siglo veinte. En primer lugar, por ley del año 1884 que, 

como se dijo, secularizó el matrimonio pero recogió el derecho canónico vigente 

a la época y, en definitiva, siguió estructurando a la familia sobre una pirámide 

dónde se encontraba el marido con plenos poderes sobre los hijos y la mujer, 

cuestión que sólo fue cambiando desde el año 1934, otorgando un espacio 

mayor al interior del matrimonio a la mujer y restituyendo la igualdad al interior 

de la unión conyugal, proceso que aún no termina. Fue en dicho año que se 

incorporó la posibilidad de pactar el régimen de separación de bienes, el que 

hacía escapar a la mujer de la incapacidad relativa, la posibilidad de contar con 

un patrimonio reservado para la administración de sus bienes, patrimonio que 

provenía de lo generado por su trabajo separado del marido. De igual forma, 

hay que mencionar la derogación de la incapacidad relativa de la mujer en el 

año 1989 y, por último, la reforma de la sociedad conyugal en cuanto a la 

administración de los bienes, la que todavía está en discusión en la Comisión 

Especial encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley 

relacionados con la mujer y la igualdad de género del Senado. 

En cuanto a los hijos y la familia, también la ley ha evolucionado, cuestión que 

a su vez ha ido transformando los contornos del matrimonio y su función. Poco 
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a poco se comenzó a restituir la igualdad entre los nacidos fuera y los nacidos 

dentro del matrimonio (lo que permite sostener que el matrimonio comenzó a 

dejar de ser la única forma de constituir formalmente la familia), para primero 

otorgándosele un 50% los derechos hereditarios correspondientes al 

matrimonial en el año 1952, y luego en 1998 la igualdad plena. Asimismo, la 

relación equilibrada de los derechos y obligaciones entre padres e hijos que se 

hizo por sucesivas reformas hasta la importante modificación del año 2013, que 

estableció una distribución equitativa entre los derechos y obligaciones de los 

padres y respecto de los hijos (corresponsabilidad y cuidado compartido). 

Por otra parte, en el año 2004 se dio un paso trascendental, en materia de 

tolerancia y pluralismo al aprobar la Nueva Ley de Matrimonio Civil. Esta 

constituyó un nuevo estatuto de compromiso que creo que es de relevancia 

resaltar a propósito de esta discusión, pues a solicitud esencialmente de la 

Iglesia Católica se incorporaron dos cuestiones muy relevantes en favor de 

aquellos que creen que el matrimonio es un sacramento, precisamente como 

gesto de tolerancia e inclusión. Estas reformas, una vez más, transformaron la 

naturaleza del matrimonio. 

En primer lugar, el matrimonio religioso volvió a tener efectos civiles en Chile. 

Basta una ceremonia ante el sacerdote que luego se ratifica ante el oficial civil, 

el que solo debe comprobar el cumplimiento de los requisitos legales, en 

particular, la capacidad. Así, cualquier iglesia con personalidad jurídica de 

derecho público en Chile puede celebrar una ceremonia ante el sacerdote, con 

absoluta validez legal. Esto es un gesto de tolerancia a la religión católica y en 

favor de otras religiones que creen que el matrimonio tiene determinadas 

características transcendentales. Quienes profesen una religión, pueden 

celebrar el matrimonio ante su fe y luego tendrá efectos civiles. Naturalmente, 

eso no significa que la ley civil se pronuncie sobre la naturaleza del matrimonio 

religioso, en respeto de la garantía constitucional de libertad de culto. 

En segundo lugar, también a solicitud de la Iglesia Católica se incorporaron en 

la ley civil (vigente hasta hoy) nuevas causales de nulidad, inspiradas en del 

Código de Derecho Canónico de 1983 referidas, en esencia, al error en las 

cualidades personales y a la incapacidad de comprender y comprometerse con 

los deberes y obligaciones del matrimonio. Estas causales de nulidad 

matrimonial canónicas permiten hoy que una pareja católica se case frente al 

sacerdote, que este tenga efectos civiles, y luego se anule conforme a la misma 

causal de nulidad ante la ley canónica y la ley civil. Evidentemente, quienes no 

profesen alguna religión, pueden casarse y divorciarse únicamente por la ley 

civil. En otros términos, el matrimonio, por esta reforma, mutó en una figura 
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tan flexible que permite a creyentes y ateos el encontrar una regulación 

adaptada en la legislación  

Cabe agregar que un aspecto de singular importancia fue que en esta reforma 

de 2004 se derogó la causal de invalidez del matrimonio vinculada a la 

impotencia perpetua e incurable, lo que da cuenta de que la procreación dejó 

de ser un fin del matrimonio en la ley, cuestión que también es relevante para 

los efectos de la discusión del matrimonio igualitario.  

Asimismo, debe señalarse que Acuerdo de Unión Civil (2015), si bien es un 

primer reconocimiento de las familias homoparentales, no otorga una 

protección patrimonial adecuada a los convivientes, porque les está negado el 

acceso a la sociedad conyugal, y tampoco cuenta con una protección de los 

hijos, respecto de los cuales ni siquiera se pronuncia. El Acuerdo Unión Civil 

constituye así un matrimonio de segunda categoría, sin hijos.  

Cabe mencionar que una última modificación del matrimonio atiende a la 

derogación de la causal de divorcio culpable por conducta homosexual (Ley 

Nº21.367 de 2021).  

Como se demuestra de lo expuesto, el matrimonio nunca ha tenido una 

naturaleza inmutable en Chile (ni en el mundo), sino que todo lo contrario es 

un contrato que ha sufrido múltiples reformas directas o indirectas, en 

consonancia con la evolución social, presentándose hoy como una institución 

del derecho familiar flexible, de contornos abiertos y en constante mutación, 

siendo completamente entendible que ahora pretenda extenderse a las parejas 

del mismo sexo. 

En efecto, resulta lógico que se busque hoy en Chile un reconocimiento 

simbólico por parte de las familias homoparentales, simbolismo consistente en 

la intervención del Estado a través de la celebración de un acto ante testigos, y 

que otorgue los mismos derechos y obligaciones que emanan del matrimonio 

para las parejas del mismo sexo.  

Por lo demás, las familias homoparentales están buscando legalmente un 

reconocimiento de aquello que ya existe en la práctica, porque hoy existen 

innúmeros núcleos familiares homoparentales, esto es, dos madres o dos 

padres a cargo de hijos. 

Incluso esa realidad ya ha sido reconocido por la jurisprudencia chilena. En 

efecto, al menos cuatro sentencias recientes han reconcido a familias 

homoparentales y han obligado al Registro Civil a inscribir hijos con dos padres 

o dos madres. Por tanto, lo que hoy se regula en este proyecto, con efectos 

generales, ya existe en la práctica a través de sentencias judiciales. Así, una 

sentencia del 7º Juzgado Civil de Santiago, del año 2017 (Rol V-248-2016), 
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reconoció expresamente el vínculo filiativo de dos hombres casados en el 

extranjero y dos niños adoptados también en el extranjero. El fallo de 8 de 

junio de 2020, del Segundo Juzgado Familia de Santiago (Rol C-10028-2019), 

que reconoció un doble vínculo de filiación materna respecto de un hijo. La 

sentencia del Juzgado de Familia de Antofagasta del año 2021 (Rol C-2061-

2020), que también reconoció un doble vínculo filiativo entre dos mujeres 

respecto a un hijo. Finalmente, la sentencia de la Ilustrísima Corte de 

Apelaciones de Iquique del año 2020 (Rol 117-2020), en la que se reconoce 

una identidad de género a la segunda madre y se ordenó la rectificación de la 

partida de nacimiento del Registro Civil.  

Asimismo, la aprobación del matrimonio igualitario es consistente con  el 

Acuerdo de Solución Amistosa (Caso P-946-12), relativo al reconocimiento del 

matrimonio igualitario y la concesión de derechos a las familias 

homoparentales, suscrito por Chile ante la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (2016). En ese acuerdo, el Estado chileno reconoció los 

hechos que originaron esta denuncia, es decir, la violación de los derechos 

fundamentales de la población LGTBI. Además, se declaró la voluntad de 

perfeccionar las bases institucionales de nuestro país para evitar esa 

discriminación, en particular, a través del proyecto de ley en comento. 

En síntesis, y como he querido demostrar, las leyes civiles están hechas para 

las personas, y no las personas para las leyes civiles. Ellas son tributarias de las 

costumbres e instrumentos de tolerancia. La idea de la ley civil es que todas y 

todos se puedan encontrar en las normas del Código. Es por eso, que debe 

existir un reconocimiento a un matrimonio civil aplicable para todos; debe 

abrirse para que todos tengan un espacio, para que quepan tanto aquellos que 

creen que el matrimonio es un sacramento entre un hombre y una mujer, como 

quienes no lo piensan así. Todos tienen derecho a determinar cómo constituyen 

su familia, pero, al mismo tiempo, aquellas familias homoparentales deben 

tener derecho a acceder en condiciones igualitarias a una regulación estatal que 

garantice una efectiva protección patrimonial y personal. 

 II. Indicación que intenta, a propósito de este proyecto, referirse a 

las condiciones de validez del matrimonio religioso 

A continuación me parece necesario referirme a una indicación presentada a 

este proyecto y que intenta agregar un nuevo inciso en el artículo 102 del 

Código Civil del siguiente tenor: “Las iglesias, cualquiera sea la fe que profesen, 

no estarán obligadas a celebrar matrimonios entre parejas de igual sexo, 

conforme lo dispuesto en este artículo” (H. Diputados, Gustavo Sanhueza, Juan 

Antonio Coloma y Juan Manuel Fuenzalida). 
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La indicación, por las razones que se mencionarán, resulta atentatoria contra la 

garantía constitucional de la libertad de conciencia y de culto, y escapa de las 

ideas matrices del proyecto: 

(i) En primer lugar, la indicación tiene un alcance que excede absolutamente 

esta discusión. Este proyecto de ley se refiere al matrimonio civil ante el oficial 

civil y no al matrimonio religioso ante el ministro de culto. Lo que pretende es 

autorizar que el matrimonio civil pueda suscribirse por dos personas del mismo 

sexo, pero en caso alguno siquiera menciona -y no podría hacerlo- la figura del 

matrimonio religioso. Desde esa perspectiva, se presenta como una indicación 

que escapa absolutamente a las ideas matrices del proyecto. 

(ii) En segundo lugar, la indicación parte de un supuesto erróneo. En efecto, 

ella propone una norma referida al matrimonio religioso para ser incorporada 

en el Código Civil, el que, sin embargo, no se refiere en ninguna de sus 

disposiciones al matrimonio religioso. Es la Nueva Ley de Matrimonio Civil del 

año 2004 la que, en su artículo 20, señala que el matrimonio celebrado ante 

entidades religiosas que gocen de personalidad jurídica de derecho público 

producirá los mismos efectos que el matrimonio civil.  

Pero, y sobre todo, debe considerarse que ese artículo 20 solo otorga valor civil 

al matrimonio religioso, si cumple con los requisitos contemplados en la ley, 

pero evidentemente no se refiere ni regula -porque no puede hacerlo- la 

naturaleza de ese matrimonio religioso, su ritualidad, forma de celebración, rol 

del ministro de culto, personas que pueden contraerlo, etc., cuestiones que son 

determinadas autónomamente por cada entidad religiosa. 

La indicación pretende así introducir una especie de “objeción de conciencia” 

para las entidades religiosas, mediante esta norma permisiva que les autorizaría 

negarse a celebrar un matrimonio entre personas del mismo sexo, “objeción” 

que en la práctica ya existe y está asegurada para todas las religiones. En 

efecto, cada entidad religiosa es libre de determinar autónomamente quiénes 

podrán contraer el vínculo ante su ministro de culto, con el único límite del 

respeto de los mínimos legales (por ejemplo, no podrían celebrar un 

matrimonio con menores de edad). En el fondo, hoy legítimamente cualquier 

entidad religiosa puede negarse a celebrar un matrimonio entre personas del 

mismo sexo o puede decidir celebrarlo 

(iii) En tercer lugar, y este es el aspecto de mayor gravedad de esta indicación, 

se  trata de una proposición abiertamente inconstitucional y contraria a tratados 

internacionales, por vulnerar la garantía constitucional de la liberad de culto.  

En efecto, el artículo 19 Nº6 de la Constitución asegura a todas las personas: 

“La libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio 
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libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas 

costumbres o al orden público”. 

La libertad de culto, como se sabe, comprende el derecho individual de profesar 

una fe religiosa o de no hacerlo, así como asociarse para formar comunidades 

religiosas o integrarse a entidades religiosas existentes, gozando en todo caso 

plena libertad y autonomía para ejercer su ministerio y practicar su culto. 

 

En tal sentido, una disposición de esta naturaleza agrede precisamente la 

autonomía de las entidades religiosas para determinar el ejercicio de su culto, 

en particular, en el sacramento del matrimonio. Al supuestamente “autorizar” a 

que se nieguen a celebrar matrimonios entre personas del mismo sexo 

(objeción que, como se dijo, ya existe en la práctica), en definitiva se está 

intentando inmiscuirse en aquello que pueden o no pueden hacer en el rito 

matrimonial. 

Tal deriva es absolutamente peligrosa y atentatoria contra la libertad de 

conciencia y de culto, pues sobre esa misma lógica podría alguien luego 

plantear, por ejemplo, que la ley debería señalar que las personas no estén 

obligadas a bautizarse para profesar una fe, que no es necesario que 

contribuyan con el diezmo a su iglesia, que no están obligadas a seguir los 

mandamientos de su religión, etcétera.  

En definitiva, si con esta indicación se quiere defender la autonomía de las 

iglesias, el resultado es precisamente el contrario: de aprobarse esta indicación 

se abre la puerta para la intromisión del Estado en la conciencia de las personas 

y en la libertad de las iglesias para el ejercicio de su culto. 

III. Algunas adecuaciones, relevantes e imprescindibles, que requiere 

el proyecto en comento. 

Por último, sin perjuicio de otras adaptaciones de coordinación, lenguaje y en 

normas previsionales, me refiero a tres adecuaciones que estimo 

fundamentales y que están pendientes en el proyecto: 

(i) Filiación homoparental extramatrimonial. El proyecto de ley abre la 

filiación homoparental tanto para las parejas del mismo sexo casadas como 

para los que no lo están, en particular, modificando para la filiación no 

matrimonial el artículo 187 del Código Civil. No obstante, el proyecto no 

modifica el artículo 186 de ese Código, que establece la norma de principio en 

la materia. Ella debería modificarse, para sustituir las expresiones “padre y 

madre” por “progenitores”, en el siguiente tenor: “La filiación no matrimonial 
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queda determinada legalmente por el reconocimiento de uno de los 

progenitores, o ambos, o por sentencia firme en juicio de filiación''. 

(ii) Ley de cambio de orden de apellidos. El 14 de mayo de 2021 fue 

publicada en Chile la Ley Nº21.334, sobre determinación del orden de los 

apellidos por acuerdo de los padres. Se trata de una reforma relevante, que 

modifica, en particular, el Código Civil, la Ley del Registro Civil y la Ley 

Nº17.344, que autoriza el cambio de nombres y apellidos. Sin duda la novedad 

más significativa es la facultad de asignar de común acuerdo a los hijos un 

orden de apellidos que revierta la tradicional prioridad del apellido paterno, en 

respeto del principio de igualdad constitucional: los hijos podrán llevar primero 

el apellido materno y así perpetuarlo. Según esta reforma, si al momento de la 

inscripción del hijo se determina la filiación tanto materna como paterna 

(matrimonial o no), ellos deber elegir de común acuerdo el orden de 

transmisión de sus respectivos apellidos. Ahora bien, se establece que en caso 

de “no manifestarse acuerdo”, se entiende supletoriamente que la “voluntad” 

de los padres es que el primer apellido paterno anteceda al primer apellido 

materno, y así regirá para todos los hijos comunes. Como se entiende, esta 

regla supletoria es absolutamente inaplicable si se llega a aprobar este proyecto 

de ley de matrimonio igualitario y, por su intermedio, la homoparentalidad. 

Frente a un hijo con dos madres o con dos padres, evidentemente, no es viable 

este criterio de selección supletorio. Esta encrucijada se ha planteado en otros 

países. Sería extenso de explicar en detalle, pero en situaciones como éstas, 

donde no existen criterios para discernir una elección racional, parece 

aconsejable resolver conforme al azar. Por ejemplo, asignarlo conforme al 

orden alfabético de los apellidos de los padres, tal como se hizo en el caso 

francés, por una reforma de 2013, que fue la misma que introdujo el 

matrimonio igualitario. Podría objetarse en tal caso que existirá una ventaja 

preestablecida para aquel de los padres cuyo apellido anteceda alfabéticamente 

al del otro, pues tendrá pocos incentivos para abrirse a consensuar un orden 

diferente. Si se quiere escapar de tal reproche, no quedaría más que una 

elección por simple sorteo ante el oficial civil, tal como lo establece el derecho 

argentino. 

(iii) Causal de disolución de matrimonio- Ley de identidad de género. 

La Ley Nº21.120, que reconoce y da protección al derecho de la identidad de 

género, establece una causal de disolución del vínculo matrimonial por la 

circunstancia de solicitar el cambio del nombre y sexo registral (arts. 18 y 19, 

en relación con la causal Nº5 del artículo 42 de la Nueva Ley de Matrimonio 

Civil). Como es evidente, tal disolución se justificaba por la inexistencia de la 

figura del matrimonio entre personas del mismo sexo. Mantenerla, luego de ser 
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aprobada esta ley de matrimonio igualitario, es completamente injustificado y, 

además, resultaría atentatorio contra la dignidad humana. 

 

 

 


